REGIMENES DISCIPLINARIOS Y CONFLICTOS DE INTERESES:

(Derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de quienes desempeñan funciones públicas).


En Guatemala al igual que en otros países,  se encuentra arraigada la corrupción dentro de la Administración Pública, desde épocas tan lejanas como la Colonia, sin que haya existido en toda su evolución una verdadera intención por erradicarla, salvo casos de regímenes tiránicos de fines de siglo XIX y  primeros cuarenta años del siglo XX, donde se puso un freno a los abusos de los funcionarios públicos mediante sanciones verdaderamente fuertes, que hacían desistir de sus intenciones a los mismos, sin embargo, siempre estuvo latente el flagelo de la corrupción y resurgió en mil novecientos cuarenta y cuatro aproximadamente. a partir del derrocamiento del último dictador que gobernó el país por catorce años, y desde entonces ha permanecido dentro de toda esfera estatal, creciendo y enraizándose como parte del andamiaje gubernamental en detrimento del ciudadano común.


Sin embargo, y pese a lo nefasto que constituye el hecho del alto grado de corrupción existente en el país dentro de la función pública, poco o casi nada se ha hecho para prevenirla, sancionarla y erradicarla, ya que dentro de las prioridades de los gobiernos  nunca ha existido un verdadero ánimo de hacerlo, y mas bien al llegar al poder, los políticos distribuyen los puestos de los órganos del estado, entre sus allegados, quienes tienen carta abierta para hacer lo que quieran dentro del ámbito estatal, sin frenar ni limitar su actuar, ante la mirada pasiva de los ciudadanos que no cuentan con dispositivos para denunciar a los infractores. 


Si bien es cierto, existen regulaciones dentro del ordenamiento jurídico guatemalteco, las mismas constituyen letra muerta, ya que  no cuentan con mecanismos adecuados para la puesta en practica de lo que se extrae de sus textos, puesto que de nada sirve decir por ejemplo, que la ley señala que es limitante para laborar dentro de un órgano estatal quien haya manejado fondos públicos y no cuente con finiquito proveído por la Contraloría de Cuentas,  ya que es sabido que no hay una real fiscalización de lo anterior y la persona puede ser nombrada y tomar posesión del cargo sin que la limitante referida le impida acceder al cargo, por lo que de nada sirve tener normas, si no existe un ente que se encargue de su debido cumplimiento.


El marco normativo del derecho guatemalteco en lo referente al tema de los regímenes disciplinarios y conflicto de intereses, es mas bien limitado y dentro de esa limitación es ineficiente, pues se cuenta con regulaciones circunscritas a casos y hechos muy generales que no se llegan a regular con la profundidad necesaria, lo que trae como consecuencia que la Administración Pública sea el valuarte de la corrupción en el país, todo en desmedro del ciudadano que es a quien se debe.


Hoy día, en Guatemala no ha existido ningún movimiento tendiente a incorporar dentro de la normativa jurídica, normas de conducta orientadas a asegurar el uso adecuado y con criterio eficiente y maximizador de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, ni tampoco normas coercitivas para que se haga público y se tramite ante autoridad competente sobre los actos de corrupción dentro de la Administración Pública. Por otro lado, no existe un código de ética que regule las implicaciones que conlleva la comisión de hechos de corrupción por los funcionarios, por lo que no es exigible un  comportamiento sujeto a normas específicas, si las mismas simplemente no existen. Asimismo, se encuentran determinadas sucintamente las regulaciones específicas en lo que refiere a derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de quienes desempeñan funciones legales, pero no existen los mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas regulaciones, por lo que las mismas son ineficaces e ineficientes en la lucha contra la corrupción.

Como innovación puede decirse que se ha trabajado en concordancia con Organismos Internacionales para mejorar los obsoletos y que siempre han sido focos de corrupción, como lo son los sistemas de recaudación de fondos del estado, al haberse establecido hace poco tiempo la Superintendencia de Administración Tributaria –SAT-, que se encarga de los controles y fiscalizaciones del Estado, con lo que se pretende evitar el desvío así como la malversación de los caudales de la nación. Sin embargo, al momento aún no puede calificarse de efectiva su función, por lo que debe esperarse aún para ver los resultados obtenidos.


Es de resaltar que en el país no existen órganos de control superiores que se encarguen de todo lo relativo a erradicar la corrupción estatal, por lo que es virtualmente imposible que exista una transparencia y rectitud dentro de la administración, lo que trae como lógica consecuencia que no exista confianza y credibilidad en la gestión pública y en quienes la ejercen. Dichos órganos debiesen estar conformados por miembros de la sociedad civil y no por los mismos políticos ya que en tal caso se estaría creando únicamente otro ente burocrático más.


Dentro del Código Penal guatemalteco existe una sección dedicada a tipificar los delitos cometidos por funcionarios y empleados públicos en el ejercicio de su cargo, sin embargo al consultar las estadísticas del Organismo Judicial, se observa que no existe mayor número de condenas por los delitos que se regulan en ese capítulo, siendo la Administración Pública guatemalteca de grandes dimensiones y es vox populi  la corrupción que campea libremente, la lógica indica que debería existir alto número de procesos por los delitos antes referidos, sin embargo existen muy pocos, y los mismos o nunca llegan a sentencia o no son perseguidos por el ente encargado. Asimismo cabe hacer notar que las penas que señala el código son ínfimas, y pongo como ejemplo el caso de que un funcionario o empleado público que a sabiendas nombrare para cargo o empleo público a persona que no llene los requisitos que la ley exija, será sancionado con multa equivalente que va de seis a sesenta y cuatro dólares americanos, con lo cual es mucho mas rentable violar la ley que cumplirla. 

Hace tan solo unos meses, el Ministerio Público instaló una fiscalía que denominó  contra la corrupción, la cual tiene como fin el de investigar y llevar a juicio a los funcionarios y empleados públicos que cometan delitos en el ejercicio del cargo para el cual fueron electos o nombrados, pero todavía no se ha puesto a la vista los resultados debido a su reciente instalación, pero sí constituye un avance para tratar de combatir la corrupción administrativa.  Cabe hacer mención que como complemento a la creación de una fiscalía de este tipo, igualmente debió hacerse reformas al Código Penal, en el sentido de aumentar las penas, ya que caso contrario el gasto en que incurre el mismo estado en llevar a juicio a un funcionario es mucho mayor debido a las penas son o multas reducidas o pocos años de prisión conmutables, por lo que incluso constituye mayor beneficio una sanción administrativa que una penal, debido a que como se dijo no hay posibilidad de obtener sanciones ejemplares.

Otro objeto de análisis lo constituye el estudio de la remuneración que reciben los empleados públicos y su incidencia en la probidad de sus funciones, y en tal sentido puede decirse que un salario justo y equitativo incide notablemente en el mejor desenvolvimiento de la labor así como de la honradez del empleado, y pongo como ejemplo a la Policía Nacional guatemalteca, la cual fue durante muchos años conocida por sus actos de corrupción, en donde todo se arreglaba mediante el pago de dinero, sin embargo nunca se tuvo en cuenta que el salario que devengaban no alcanzaba para cubrir sus requerimientos familiares mínimos, por lo que el único camino a seguir era el de obtener dinero por otros medios ilícitos. Sin embargo hace algunos años se modificó todo el sistema policial y se triplico el sueldo mínimo, con lo cual las estadísticas por delitos de cohecho tanto pasivo como activo se redujeron dramáticamente, con lo cual se prueba la incidencia que tiene un bajo salario con la probidad y honradez del empleado.

Puede entonces decirse que actualmente no existe un marco jurídico apropiado con el cual poder combatir la corrupción existente en todos los niveles, ya que la regulación o es escasa o es ineficaz, por lo que no puede considerarse que el estado esta conciente de que su lucha debe internalizarse y erradicar el antiguo mal de la corrupción, ya que hoy día un estado moderno aparte de eficiente debe tener una actuación transparente y a la vista de todos los ciudadanos, quienes deben contar con un andamiaje legal que los ampare para denunciar libremente y sin temor a represalias a funcionarios y empleados públicos que cometan actos reprobados por la ley, para que de esa forma todos actúen conjuntamente en la consecución del fin supremo del estado de Guatemala que es el bien común.


 Desde un punto de vista legal, la corrupción existente en las esferas de la Administración Pública guatemalteca debilita la legitimidad de sus instituciones  públicas, así como lesiona el ideal supremo de la justicia, violentando los valores morales de la sociedad, al igual que provoca distorsiones en el orden económico que impiden un ordenado desarrollo del país en general, teniendo como lógica consecuencia que el subdesarrollo persista de manera indefinida.


En síntesis puede decirse que en Guatemala existe un marco normativo general que contiene una serie de disposiciones que regulan el andamiaje sobre el cual se desenvuelve la función pública, sin embargo, dichas normas carecen de efectividad puesto que no existe una entidad que se encargue de hacer efectivo su cumplimiento, por lo que su existencia no implica necesariamente su vigencia; por otro lado, el tema de la implementación de la convención contra la corrupción a nivel centroamericano es un tema completamente nuevo, ya que escasamente se tiene conocimiento de su existencia y menos aún de la labor por su puesta en vigencia. Igualmente cabe decirse que el país es muy difícil  llevar a los tribunales a los funcionarios y empleados públicos, ya que no existe una mecánica adecuada y los resultados además son desalentadores debido a la misma carencia de una estructura legal acorde a los tiempos actuales.


Desafortunadamente no existe en la actualidad ninguna estrategia que tenga como finalidad combatir la corrupción, ya que la clase política, que es la que ostenta el poder para hacerlo, no tiene interés en llevarlo a cabo, esto en razón de lineamientos que siempre han existido dentro del sistema público nacional, razón por la cual se hace necesario que la sociedad civil intervenga de manera efectiva para desarticular de alguna forma los sistemas que promueven la corrupción dentro de todos los niveles jerárquicos del estado. 

CUESTIONARIO:

a. Existe en Guatemala disposiciones que establezcan normas de conducta para el correcto y adecuado cumplimiento de las funciones públicas:

Si. Como norma general se encuentra la Constitución Política de la República de Guatemala, y como norma especifica la Ley de Servicio Civil, donde se regula las relaciones entre el Estado y sus entidades descentralizadas o autónomas con sus trabajadores, existiendo asimismo entidades con leyes o disposiciones propias. Asimismo existe la Ley de Responsabilidades, donde se regula todo lo atinente a las infracciones u omisiones en que incurra el empleado o funcionario público en el desempeño de su cargo. También la Ley de Probidad que regula todo lo concerniente a una honesta administración pública. Por su parte, el Código Penal establece los delitos y las penas en los cuales puede incurrir un empleado o funcionario público en el ejercicio de su cargo. La Ley de Contrataciones del Estado regula dentro de sus normas el actuar de los servidores públicos en el sistema de licitación y cotización públicas. La Ley Electoral y de Partidos Políticos regula muy someramente lo relativo a los puestos de elección popular y lo que refiere a los candidatos a los mismos.


Cabe hacer notar que en ante la concurrencia de varias leyes en las cuales se especifica y establece normativa de conducta para que las funciones públicas sean desarrolladas correctamente, la regla debería ser que no existieran casos de corrupción generalizada como actualmente sucede, pero ocurre todo lo contrario, existe corrupción a todos los niveles de la administración pública y no hay actualmente medios efectivos de combatirla y erradicarla, por lo que son necesarias reformas profundas a efecto de mejorar en un cien por ciento el desarrollo de la función pública en el país.

b. Relacione las leyes o disposiciones jurídicas que sustentan dichas normas y mecanismos, utilizando la fuente, el número del artículo y fecha en que han entrado en vigencia.

La Constitución Política de la República de Guatemala, a partir del artículo 107 referente a Trabajadores del Estado; se encuentra en vigencia desde el 14 de enero de 1986, dedica una sección a los trabajadores del estado, la cual no tiene ninguna incidencia en la labor contra la corrupción administrativa, ya que únicamente señala la prohibición de desempeñar dos puestos dentro de la administración, y para todo lo relativo a los referidos trabajadores remite a la Ley de Servicio Civil, la cual fue decretada con el objeto de mejorar la labor pública. La Ley de Servicio Civil,  la cual entró en vigor el primero de enero de mil novecientos sesenta y nueve, con la finalidad de mejorar la Administración pública estableciendo un sistema técnico, armónico, dinámico y eficiente de la Administración del personal a servicio del Estado, para garantizar el desempeño económico y efectivo de la labor institucional del gobierno. Aún y cuando es la principal ley en lo que refiere a la función pública, sus normas son muy escuetas y dejan un gran margen de discrecionalidad s encargados de aplicarla, con el consabido fracaso que ello implica. La Ley de Responsabilidades en vigencia desde el treinta y uno de mayo de mil novecientos veintiocho, regula en treinta artículos lo referente a las responsabilidades en que incurre el funcionario y empleado público en el ejercicio de su cargo, así como el tramite del antejuicio para aquellos que gocen de dicha prerrogativa constitucional. La Ley de Probidad vigente a partir del treinta de enero de mil novecientos noventa y siete, tiene como finalidad el regular lo concerniente a una honesta administración pública para dar cumplimiento a los principios que deben normar la conducta de los servidores del estado, así como para garantizar el decoro, la pureza en el manejo de caudales públicos, la probidad del funcionario y empleado público y regular los casos en que los mismos pueden ser sometidos a proceso penal.  El Código Penal, en vigencia desde julio de mil novecientos setenta y tres, a partir del capitulo referente a “Delitos cometidos por funcionarios o empleados públicos”, artículo 418 al 452, tiene como característica el referido capítulo, que las penas que contempla son leves y no están acordes con la actualidad. La Ley de Contrataciones del Estado, Decreto Número 20-97, en vigencia desde octubre de mil novecientos noventa y dos, en sus artículos 12, 13 y 80. La Ley Electoral y de Partidos Políticos vigente desde el catorce de enero de mil novecientos ochenta y seis.

c. Señala la legislación los destinatarios de dichas normas de conducta?

La legislación nacional señala como destinatarios de las normas anteriormente citadas a los servidores públicos, a quienes define como “persona individual que ocupe un puesto en la Administración Pública en virtud de nombramiento, contrato o cualquier otro vínculo legalmente establecido, mediante el cual queda obligada a prestarle sus servicios o a ejecutarle una obra personalmente a cambio de un salario, bajo la dependencia continuada y dirección inmediata de la propia Administración Pública”; igualmente señala a los destinatarios como funcionarios o empleados públicos.


Señala la Ley de Servicio Civil los puestos que existen dentro de la administración pública, 

CLASIFICACION DE LOS PUESTOS PUBLICOS:

1. Servicio Exento

2. Servicio sin oposición

3. Servicio por oposición

1. Servicio Exento:
1.1 Funcionarios nombrados por el Presidente a propuesta del Consejo de Estado.

1.2 Ministros y Viceministros de Estado, secretarios, subsecretarios y consejeros de la Presidencia de la República, directores generales y gobernadores departamentales.

1.3 Funcionarios y empleados de la Carrera Diplomática de conformidad con la Ley Orgánica del Servicio Diplomático de Guatemala.

1.4 Tesorero General de la Nación.

1.5 Escribano de Gobierno.

1.6 Funcionarios del Consejo de Estado.


1.7 Registradores de la Propiedad y personal correspondiente.

1.8 Inspector General de Trabajo.

1.9 Funcionarios de la Presidencia de la República que dependan directamente del Presidente.

1.10 Miembros de los cuerpos de seguridad.

1.11 Personas contratadas para prestar servicios interinos.

1.12 Empleados de la Secretaría de la Presidencia de la República.

1.13 No más de diez funcionarios públicos en cada Ministerio de                                                                    

        Estado, cuyas funciones sean clasificadas de confianza.

1.14 Personas que desempeñen cargos Ad Honorem.

2. Servicio sin Oposición:
1. Asesores Técnicos.

2. Asesores Jurídicos

3. Directores de Hospitales.

3. Servicio con Oposición:
Incluye a los puestos no comprendidos en los servicios exentos y sin oposición.

En cuanto a los otros aspectos que refieren los incisos i al iii, no se encuentra establecido en ninguna norma dentro del ordenamiento jurídico nacional, o bien muy someramente se refieren a ellos algunas leyes pero sin profundizar ni determinar taxativamente por lo que no es posible señalar el cubrimiento de las obligaciones tanto de particulares como de servidores públicos en general.


Al existir el vacío que produce la carencia de normas que regulen el cubrimiento de las obligaciones, es consecuente que se produzca actos anómalos dentro de la administración, ya que no existe normativa que sancione una variedad de actos cometidos tanto por funcionarios como por empleados.

d. 
Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan derechos a favor de quienes desempeñan funciones públicas?

La Constitución Política de la República de Guatemala señala como derechos sociales mínimos:

1. Derecho a la libre elección de trabajo.

2. Todo trabajo será equitativamente remunerado.

3. Igualdad de salario por igual trabajo prestado en igualdad de condiciones, eficiencia y antigüedad.

4. Obligación de pago en moneda de curso legal.

5. Inembargabilidad del salario en los casos determinados por la ley.

6. Fijación periódica del salario mínimo.

a. Jornada ordinaria de trabajo efectivo diurno no mayor de ocho horas diarias de trabajo, ni  de                      cuarenta y cuatro horas a la semana.

7. Derecho a un día de descanso remunerado por cada semana ordinaria de trabajo o por seis días consecutivos de labores.

8. Derecho a un aguinaldo no menor del ciento por ciento del salario mensual, después de un año ininterrumpido de labores.

9. Preferencia a los trabajadores guatemaltecos sobre los extranjeros.

La Ley de Servicio Civil establece como derechos de los servidores públicos:

1. A no ser removidos de sus puestos a menos que incurran en las causales de despido debidamente comprobadas.

2. A gozar de un periodo anual de vacaciones remuneradas de veinte días hábiles.

3. A licencias con o sin goce de sueldo, por enfermedad, gravidez, estudios, adiestramiento y otras causas.

4. A recibir indemnización por supresión del puesto o despido injustificado directo o indirecto equivalente a un mes de salario por cada año de servicios continuos.

5. A gozar del régimen de jubilaciones, pensiones y montepíos.

6. Al ascenso a puesto de mayor jerarquía mediante la comprobación de eficiencia y méritos.

7. A un salario justo que le permita una existencia decorosa.

En cuanto a los derechos señalados en los incisos i al vii de la literal d. del cuestionario,  todos se encuentran contemplados tanto en la Constitución como en la Ley de servicio Civil, así como dentro de las leyes y reglamentos propios de las diversas instituciones que forman parte de la administración pública.

e. Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan deberes que deben observar quienes desempeñen funciones públicas?

La Ley de Servicio Civil establece como obligaciones de los servidores públicos:

1. Jurar, acatar y defender la Constitución de la República.

2. Cumplir y velar por que se cumpla la Ley de Servicio Civil.

3. Acatar las órdenes e instrucciones que les impartan sus superiores jerárquicos.

4. Guardar discreción en aquellos asuntos que por su naturaleza o en virtud de leyes o instrucciones especiales, se requiera reserva.

5. Observar dignidad y respeto en el desempeño de sus puestos hacia el público, los jefes, compañeros y subalternos, cuidar su apariencia personal y tramitar con prontitud, eficiencia e imparcialidad los asuntos de su competencia.

6. Evitar dentro y fuera del servicio la comisión de actos reñidos con la ley, la moral y las buenas costumbres que afecten el prestigio de la Administración Pública.

7. Asistir con puntualidad a sus labores.

8. Aportar su iniciativa e interés en beneficio de la dependencia en la que sirvan y de la Administración Pública en general.

La Ley de Probidad señala como obligatorio para los servidores públicos lo siguiente:

1. Presentar a la Contraloría de Cuentas la declaración de todos sus bienes y deudas a:

1.1 Los funcionarios y empleados de los organismos del Estado, municipalidades, instituciones autónomas, descentralizadas o de otra naturaleza, que dependan, sean subvencionadas o reciban aportes del Estado, cualesquiera que sea el monto de sus sueldos y siempre que por razón de su cargo manejen o administren bienes, fondos o valores.

1.2 Los funcionarios y empleados arriba descritos aún cuando no manejen ni administren bienes, fondos o valores, cuyo sueldo mensual sea de seis mil quetzales o más.

La Ley de Responsabilidades señala como obligación:

1. Todos los que manejen, recauden, administren o inviertan fondos públicos con cualquier fin, están obligados a rendir cuentas ante la autoridad superior del ramo y en la forma prescrita por las leyes fiscales.

En cuanto a los deberes de los empleados públicos indicados en el inciso e. literal i al xi del cuestionario, los mismos se encuentran regulados dentro de las leyes ya relacionadas, mientras que en cuanto a la literal xii referente a permitir y facilitar la participación de la sociedad civil en el control de la gestión pública, en tal sentido puede decirse que la regulación existente en tal respecto se encuentra en la Constitución Política de la República de Guatemala, en cuanto a que es libre el acceso a las dependencias del Estado por los particulares, asimismo la garantía constitucional de Publicidad de los actos administrativos y el libre acceso a archivos y registros estatales.

f.
Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan
 prohibiciones que deben observar quienes desempeñen funciones públicas?

Señala la Ley de Servicio Civil como Prohibiciones generales y especiales para los servidores públicos las siguientes:

1. Hacer discriminaciones por motivo de orden político, social, religioso, racial o de sexo, que perjudiquen o favorezcan a los servidores públicos.

2. Usar su autoridad oficial para obligar o permitir que se obligue a sus subalternos a dedicarse a actividades políticas dentro o fuera de su función como servidores públicos, ni a hacer cualquiera actividad a favor o en contra de partido político alguno.

3. Solicitar o recibir dádivas, regalos o recompensas de sus subalternos o de los particulares y solicitar o recibir dádivas de sus superiores o de los particulares con el objeto de ejecutar, abstenerse de ejecutar o ejecutar con mayor esmero o retardo cualquier acto inherente o relacionado con sus funciones.

4. Ejecutar cualesquiera de los actos arriba descritos con el fin de obtener nombramiento, aumento de salario, promoción u otra ventaja análoga.

5. Solicitar o recoger directa o indirectamente contribuciones, suscripciones o cotizaciones de otros servidores públicos.

6. Ejercer actividades o hacer propaganda de índole política durante y en el lugar de trabajo.

7. Tomar en cuenta la filiación política de los particulares para atender sus gestiones, favoreciéndolos o discriminándolos.

8. Coartar directa o indirectamente la libertad del sufragio.

9. Ninguna persona podrá desempeñar más de un empleo o cargo  público remunerado.

La Ley de Probidad señala taxativamente como prohibiciones a los servidores públicos los siguientes:

1. Los funcionarios o empleados de los organismos de Estado,

municipalidades, instituciones autónomas, descentralizadas o de otra naturaleza que dependan o reciban aportes del Estado, y sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, no podrán ser contratistas ni proveedores del Estado, del municipio o de las instituciones autónomas o descentralizadas, cuando los contratos respectivos deban celebrarse con las dependencias en que tales funcionarios o empleados presten sus servicios o se encuentren bajo su jurisdicción.

La Constitución Política de la República señala como prohibición la siguiente:

Artículo 112. Prohibición de desempeñar más de un cargo público: Ninguna persona puede desempeñar mas de un empleo o cargo público remunerado, con excepción de quienes presten servicios en centros docentes o instituciones asistenciales y siempre que haya compatibilidad de horarios.

En cuanto a los incisos i al xvii de la literal f. del cuestionario, las mismas se encuentran subsumidas dentro de las diferentes leyes que conforman el ordenamiento jurídico guatemalteco, haciéndose la salvedad que en lo que se refiere al parentesco, las prohibiciones que regulan las leyes en mención son del cuarto grado de consanguinidad al segundo de afinidad. Por otro lado, se regula que el Ministerio Público está obligado a promover de oficio las acciones penales respectivas a que dé lugar la conducta oficial de los funcionarios y empleados públicos, al igual que puede ser promovida por el perjudicado o por cualquier guatemalteco capaz, esto en caso de cumplirse con la premisa implícita en los incisos antes referidos. El Código Penal taxativamente señala los delitos en que incurre el funcionario o empleado público que contraviene disposiciones atinentes al ejercicio del cargo o empleo, tales como Colusión y Concusión, entre otros.

g. Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan                       
inhabilidades que deben observar quienes desempeñan funciones públicas?

Establece la Ley de Probidad guatemalteca quienes no podrán desempeñar cargo o empleo público, siendo los siguientes:

1. Los que habiendo administrado o recaudado fondos públicos no tengan constancia de solvencia o finiquito extendido por la Contraloría de Cuentas.

2.   Los que estuvieran inhabilitados por auto de prisión, condena pendiente de recurso o pena impuesta por sentencia firme por hechos calificados como delitos en las leyes vigentes.

3. El ebrio consuetudinario, el toxicómano, el quebrado mientras no obtenga su rehabilitación o se hubiere dictado resolución declarando su inculpabilidad.

4. Los que se dediquen a comercios o actividades inmorales.

5. Los que hubieren sido condenados por malversación de caudales públicos, defraudación, contrabando, falsedad, falsificación, robo, hurto, estafa, prevaricato, cohecho, alzamiento, exacciones ilegales, o violación de secretos.

Igualmente la Ley de Responsabilidades establece quienes no pueden ser nombrados, electos o promovidos para el desempeño de cargos o empleos públicos:

1. Los sujetos a procedimiento penal con auto de prisión o sentenciados, mientras no hayan obtenido su rehabilitación legal.

2. Los ebrios habituales.

3. Los que hayan manejado, recaudado, custodiado o administrado fondos, bienes o enseres municipales, del Estado o de la Nación, sin haber rendido cuentas y obtenido su finiquito o constancia de solvencia.

Señala el Código Penal, Decreto 17-73, dentro de las penas accesorias, la Inhabilitación absoluta y la Inhabilitación Especial, las que comprenden:

1. La perdida o suspensión de los derechos políticos.

2. La perdida del  empleo o cargo público que el penado ejercía, aunque provinieren de elección popular.

3. La incapacidad para obtener cargos, empleos y comisiones públicos.

4. La privación del derecho de elegir y ser electo.

5. La incapacidad de ejercer la patria potestad.

6. La prohibición de ejercer una profesión o actividad cuyo ejercicio dependa de una autorización, licencia o habilitación.

En cuanto a las inhabilidades para optar a cargos de elección popular y empleos provistos mediante nombramiento o contrato, las mismas se encuentran contempladas dentro de las normas internas del ordenamiento jurídico, pero muy someramente, ya que prácticamente cualquier persona puede optar a dichos puestos, ya que no existe un régimen disciplinario que califique a cabalidad las calidades que debe llenar quien aspire a ser funcionario o empleado público, y si en caso son electos acceden a dichos puestos con todas las inhabilidades e incompatibilidades que puedan tener. Cabe hacer notar que en Guatemala el parentesco se reconoce hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

h. 
Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan incompatibilidades que deben observar quienes desempeñen funciones públicas?
Sí, con la observación  de que no existe diferencia taxativamente señalada por la ley para diferenciar las incompatibilidades existentes si son cargos por elección popular o empleos por nombramiento o contratación.

Como ejemplo se puede señalar la Ley de Contrataciones del Estado que especifica cuales  son las prohibiciones para cotizar, licitar o celebrar contratos con el Estado:

1.  Quien no este inscrito en el registro de precalificados correspondiente.

Quienes estén privados por sentencia firme del goce de sus derechos civiles.

2. Ser servidor o trabajador público del Estado en sus organismos, entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, municipalidades y empresas públicas estatales o municipales, así como sus parientes legales, cuando los contratos deban celebrarse con las dependencias en que tal trabajador preste sus servicios o se encuentre bajo su autoridad. Igual prohibición rige para personas jurídicas cuando dicho funcionario sea socio o represente a las mismas. 

3. Haber intervenido directa o indirectamente en las fases previas a la compra o contratación.

También establece que no podrán ser miembros de las juntas de licitación los siguientes:

1. Ser parte en el asunto.

2. Haber sido representante legal, Gerente o empleado o alguno de sus parientes, asesor, abogado o perito en el asunto o en la empresa ofertante.

3. Tener él o alguno de sus parientes, dentro de los grados de ley interés directo o indirecto en el asunto.

4. Tener parentesco dentro de los grados de ley con alguna de las partes.

5. Ser pariente dentro de los grados de ley, de la autoridad superior de la institución.

6. Ser socio o partícipe con alguna de las partes.

7. Haber participado en la preparación del negocio en cualquier fase.

Igualmente señala la referida ley que el miembro de la junta de licitación debe excusarse en los siguientes casos:

1. Cuando tengan amistad intima o relaciones con alguna de las partes.

2. Cuando el integrante o sus descendientes tengan concertado matrimonio con alguna de las partes o con  parientes consanguíneos de algunas de ellas.

3. Cuando el integrante, su esposa, descendientes, ascendientes o hermanos y alguna de las partes hayan otorgado un contrato escrito del que resulte una relación jurídica que aproveche o dañe al integrante o a sus parientes.

4. Cuando el integrante, su esposa o parientes consanguíneos tengan juicio pendiente con alguna de las partes.

5. Cuando el integrante haya intervenido en el asunto que se convoque.

En cuanto a las prohibiciones a los servidores públicos electos,  las personas que desempeñan cargos de elección popular si pueden desempeñar cargos públicos diferentes para el que fueron elegidos, tal es el caso de los Diputados al Congreso de la República, que en su mayoría pasan a formar parte del gabinete de gobierno, dejando sus curules en manos de suplentes,  no así empleos privados, mientras que las demás prohibiciones que señala la literal h. Si están incluidas en la legislación vigente.

En lo referente a las prohibiciones a los servidores públicos nombrados o contratados, las prohibiciones que indica la literal h., si se encuentran incluidas en la legislación guatemalteca,  con la única salvedad que si pueden inscribirse como candidatos a cualquier cargo de elección popular luego de haberse retirado del mismo, sin tener que esperar un año para hacerlo.

i.
Establece la legislación nacional normas para preservar la moralidad en el         reclutamiento de quienes desempeñan funciones públicas?

 Sí, señala la Ley de Servicio Civil que son condiciones de ingreso al servicio por oposición:

1. Poseer la aptitud moral, intelectual y física propias para el desempeño de un puesto.

2. Satisfacer los requisitos mínimos especiales que establezca el manual de especificaciones de clase     para el puesto de que se trate.

3. Demostrar idoneidad, sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos que establezca la ley.

4. Ser escogido y nombrado por la autoridad nominadora de la nómina de candidatos.

5. Finalizar satisfactoriamente el periodo de prueba.

Igualmente señala que la Oficina Nacional de Servicio Civil tiene la obligación de organizar, convocar, dirigir y ejecutar las pruebas de ingreso al servicio, las cuales pueden ser orales, escritas, físicas o una combinación de ellas. Debiéndose indicar los deberes y atribuciones del puesto, así como los requisitos deseables o exigibles.

La mencionada ley incluye dentro de sus normas, la de que es nulo el nombramiento que se haga en contravención a la misma y sus reglamentos, pero si sus actuaciones son ajustadas a la ley, las mismas serán válidas.

Por otro lado, también está regulado la clasificación de puestos, por lo que deberá existir lo siguiente:

1. Una lista de la clase de puestos y de las series o grados ocupacionales que se determinen.

2. Un manual de especificaciones de clases, definiendo los deberes, responsabilidades y requisitos mínimos de calificación de cada clase de puesto.

3. Un manual que fije las normas para la clasificación de puestos.

Cada una de las clases debe comprender a todos los puestos que requieren el desempeño de deberes semejantes en cuanto a autoridad, responsabilidad e índole del trabajo a ejecutar, de tal manera que sean necesarios análogos requisitos de instrucción, experiencia, capacidad, conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para desempeñarlos con eficiencia. Cada clase debe ser designada con un título que describa los deberes requeridos y dicho título deberá ser usado en los expedientes y documentos relacionados con nombramientos, administración de personal, presupuesto y cuentas.

Toda persona nombrada en un puesto dentro del servicio por oposición, debe someterse a un periodo de prueba práctica en el desempeño del puesto de que se trate, durando dicho periodo del día de toma de posesión hasta seis meses como máximo para los nuevos servidores y tres meses en caso de ascenso.

Señala la Ley de Probidad que los funcionarios y empleados públicos deberán presentar dentro de los treinta días siguientes a la fecha de toma de posesión del cargo o empleo, declaración jurada sobre bienes y deudas propias del declarante, de su cónyuge e hijos menores e incapaces bajo su patria potestad.

En lo referente a que un servidor público haya tomado posesión de un empleo o iniciado labores sin el cumplimiento de las obligaciones que señala la ley referida, únicamente es objeto de multa, equivalente al sueldo o salario acumulado durante el tiempo que dure dicho incumplimiento. Si se trata de inhabilidades o incompatibilidades, si puede decretar nulo el nombramiento.

En cuanto a los cargos de elección popular se refiere, la Ley Electoral y de Partidos Políticos señala como requisitos para postularse a los referidos cargos:

1. Nombres y apellidos completos de los candidatos.

2. Cargos para los cuales se postulan.

3. Organización u organizaciones políticas que los inscriben.

4. Certificación de la partida de nacimiento de los candidatos

5. Otros documentos que la ley exija.

En tal respecto puede decirse que no existe ningún impedimento legal para que cualquier persona participe en los cargos de elección popular, sin embargo si llegara a obtener algún cargo y cuenta con inhabilidades o incompatibilidades que no le permitan asumir,  no se le dará posesión del cargo. La autoridad competente, en este caso el Registro de Ciudadanos, no verifica a cabalidad los expedientes de los candidatos, razón por la cual existen discrepancias con entidades como la Contraloría de Cuentas y otras por la insolvencia de las personas para tomar posesión de los puestos.

      En lo relativo a cargos provistos mediante nombramiento o contrato, la ley es muy escueta en cuanto a los requisitos que debe cumplir el postulante, ya que la Ley de Servicio Civil y otras relacionadas le dedican muy pocas normas al mismo, y, debido a la abundante burocracia existente en el sistema, el hecho de verificar toda la información relacionada con las personas que ingresarán al servicio resulta muy difícil.

j. 
Establece la legislación nacional mecanismos efectivos para hacer cumplir las normas de conducta atinentes a los derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades?

El ente encargado de velar por el cumplimiento de las normas de conducta antes referidas, es la Oficina Nacional de Servicio Civil, cuyo director tiene como funciones las siguientes:

1. Velar por la correcta aplicación de la Ley de Servicio Civil, organizando un sistema de  administración de personal al servicio de la Administración Pública.

2.  Nombrar y remover al personal del servicio por oposición de la Oficina Nacional de Servicio Civil                  

Reclutar, seleccionar y proponer a los candidatos elegibles para integrar el personal comprendido                  en el servicio por oposición.

3. Establecer y mantener un registro de todos los empleados comprendidos en el servicio por oposición y en el servicio sin oposición.

4. Desarrollar programas de mejoramiento técnico para aspirantes a ingresar al servicio civil y de adiestramiento para los servidores públicos.

5. Investigar, informar y proponer soluciones respecto a la aplicación de la Ley de Servicio Civil al                Presidente de la República.

6. Resolver consultas que se le formulen en relación con la administración de personal.

7. Investigar los hechos, hacer comparecer testigos, tomar declaración jurada y solicitar la presentación de cualquier prueba para los efectos de la aplicación de la ley mencionada.

8.      Las demás que la ley señale.

La Ley de Servicio Civil tiene como régimen disciplinario el siguiente:

Artículo 74.- Sanciones: Para garantizar la buena disciplina de los servidores públicos, así como para sancionar las violaciones de las disposiciones prohibitivas de esta ley y demás faltas en se incurra durante el servicio, se establece:

1. Amonestación verbal, que se aplicará por faltas leves.

2. Amonestación escrita, que se impondrá cuando el servidor haya merecido durante un mismo mes calendario, dos o más amonestaciones verbales.

3. Suspensión en el trabajo sin goce de sueldo, hasta por un máximo de treinta días en un año   calendario, cuando la falta cometida sea de cierta gravedad, en esta caso, deberá oírse al interesado.

4. La suspensión del trabajo sin goce de sueldo procederá también en los casos de detención y prisión provisional, durante todo el tiempo que dure una u otra.

La aplicación del régimen disciplinario dista mucho de ser eficaz, toda vez que la excesiva burocracia a la que se ve envuelto hace difícil que las sanciones se apliquen de una manera pronta o que no se apliquen, ya que no existen controles internos capaces de tener el dominio sobre las situaciones que se presentan.

k.    Establece la legislación nacional mecanismos eficaces para que quienes    desempeñan funciones públicas y la sociedad en general puedan conocer claramente las disposiciones atinentes a los derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades, inhabilidades y normas de reclutamiento?

No,  hay una ausencia total de mecanismos eficaces, es decir que la regulación sobre los aspectos señalados es ínfima y desconocida para los ciudadanos, todo ello debido a que los puestos de la administración pública son el botín político que corresponde a los partidos políticos que llegan al poder, otorgando las plazas a sus afiliados y correligionarios, sin que la sociedad sepa con que calidades y calificaciones ocupan los puestos en el servicio civil  y menos aún si llenan los requisitos mínimos que escuetamente dice la ley que deben de llenar, en tal razón existe una desconfianza total hacia la burocracia que constituye un sinónimo de corrupción en el país.


También puede decirse que si bien es cierto existe normativa jurídica al respecto, la misma es totalmente desconocida por la sociedad en general, por lo que es recomendable instruir públicamente al ciudadano por medio de campañas de concientización e instrucción en cuanto a la administración pública se refiere.

l. Existe en el ordenamiento jurídico del  país mecanismos de cooperación con autoridades internacionales que permitan investigar a quienes incurran en violación de las disposiciones atinentes a deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y normas de reclutamiento?

No existe en la actualidad ningún mecanismo a nivel internacional de cooperación con Guatemala para investigar a los responsables de las violaciones indicadas, por lo que se hace necesario regular a nivel interno en tal sentido, para lograr de esa manera un mejor desarrollo y desenvolvimiento de la Administración Pública y se otorgue credibilidad a sus integrantes.


En tal sentido cabe agregar que en los últimos años no ha habido participación activa de Guatemala con instancias internacionales que le ayuden a combatir el flagelo de la corrupción,  por lo que todo lo concerniente a ello se encuentra estancado, a no ser que ponga en vigencia lo pactado en la Convención Interamericana contra la Corrupción.

m. Regula el ordenamiento jurídico del país aspectos relativos a los derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades y normas de reclutamiento para quienes desempeñan funciones públicas al igual que los mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento, diferentes a los aludidos en los párrafos anteriores? 

No existe ningún otro tipo de regulación dentro de nuestro ordenamiento jurídico que regule los aspectos indicados, es mas, la escasa regulación que existe es ineficaz por lo que existe total discrecionalidad para efectuar los nombramientos sin que se cumpla con los requisitos mínimos y necesarios así como para detectar quienes son aptos o quienes tienen prohibición legal para desempeñar funciones públicas.


Lo anterior trae como consecuencia que el elemento humano que compone la administración pública no sea el mejor y el más eficiente, sino más bien es el mas expuesto a ceder ante la presión de quienes practican la corrupción de manera generalizada.

n. Se está tramitando algún proyecto de normatividad jurídica relativo a las normas de conducta y mecanismos aludidos?

No existe dentro de la agenda legislativa guatemalteca plan alguno para modificar las leyes relativas a la regulación de la función administrativa, por lo que en tal sentido no se vislumbra en un futuro cercano mejoría en el sistema de la función pública a no ser que se adecue a lo convenido en la Convención Interamericana contra la Corrupción aprobada en mil novecientos noventa y seis.

o. Considera que la normatividad jurídica de Guatemala regula los derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades, normas de reclutamiento y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento es suficiente y eficaz para el logro de fines de servir de instrumento contra la corrupción pública?

No considero suficiente y eficaz la normatividad jurídica existente en Guatemala para regular un aspecto tan importante para el desarrollo de las naciones como lo es la Administración Pública, ya que a través de ella se manejan los recursos escasos con que cuenta el país para su desenvolvimiento, por lo que su desvío hacia fines distintos ocasiona daño al país en general y mayormente a los miembros más pobres de la sociedad. La ley que regula específicamente lo atinente a los empleados públicos es la Ley de Servicio Civil, tal y como lo señala taxativamente la Constitución Política de la República, y está en vigencia desde hace treinta y un años, tiempos en los que el aparato gubernamental era pequeño y controlable, pero hoy día se ha convertido en un Leviatán de Hobbes, de gigantescas dimensiones e incontrolable por el mismo estado, que tampoco tiene intenciones de corregirlo. A criterio propio, debe regularse en el menor plazo posible, aspectos fundamentales como estrictas normas de conducta y su debido cumplimiento de las funciones y funcionarios públicos; sistemas de contratación de empleados públicos, transparencia y control por parte de la sociedad civil en las licitaciones y compras del estado; graves sanciones de índole penal a los empleados y funcionarios públicos que incurran en actos de corrupción, la creación de un órgano superior integrado por personal apolítico y con grandes valores ético-morales para desarrollar sistemas de control para evitar la corrupción y en su caso para promover sanciones drásticas contra quienes las cometan.

p. Contempla la normativa de Guatemala sistemas estructurados de promoción o ascenso por mérito?

No, la ley de Servicio Civil regula en tan solo un artículo lo referente a ascensos y en tal sentido manifiesta:

Promociones: Se considera promoción o ascenso el acto por el cual el servidor público pasa a desempeñar un puesto de grado o clase superior con la aprobación de la Oficina Nacional de Servicio Civil.

La promoción a puesto de grado superior puede ser acordada por la autoridad nominadora a solicitud del jefe inmediato respectivo, y procederá cuando los candidatos llenan los requisitos fijados para el puesto a que asciendan.

Las promociones a clases superiores se harán mediante solicitud del interesado y con la aprobación y examen de prueba que practicará la Oficina Nacional de Servicio Civil y se sujetaran al periodo de prueba respectivo.

Eso es en síntesis la forma de ascender a un puesto superior dentro de la administración pública guatemalteca, en la cual no aparece la palabra mérito dentro de su normativa, cosa que es sumamente desalentadora para quienes ejercen una labor pública y a criterio de quien esto escribe, es una causal motivante para las personas de bajo perfil ético y moral sean arrolladas por la fuerza de la corrupción provocando una reacción en cadena dentro de todo el sistema de administración pública, por lo que se hace imprescindible que exista una metodología apropiada para que la persona más capaz y preparada tanto académica como en la practica, sea quien ocupe los puestos de mayor importancia y de esa forma delegar en ellos la responsabilidad de control a sus inferiores jerárquicos.

